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RESUMEN

La naturaleza híbrida de los «Business Improvement Districts» (BIDs) impide 
encajarles fácilmente en las categorías jurídicas que se apoyan en la distinción público-
privado. De modo que se plantean problemas en torno a la elección de los miembros de 
sus órganos de Gobierno, la aplicación de las leyes relativas a los organismos públicos y 
su financiación. En general, en estos casos los tribunales han fallado a favor de los BIDs. 
Las dos resoluciones judiciales clave en este ámbito han concluido que los órganos de 
Gobierno de los BIDs no se sujetan a la regla «una persona, un voto», y que a las exac-
ciones vinculadas a los BIDs no se les aplican las limitaciones propias de los impuestos. 
Sin estos dos pronunciamientos, los BIDs, tal y como los conocemos, probablemente no 
existirían. Para «sobrevivir legalmente», los BIDs han sido capaces de aprovechar las 
ambigüedades existentes en el Derecho público americano. No todos los organismos pú-
blicos se sujetan a la regla una persona, un voto, y no todas las exacciones establecidas en 
este ámbito por el Gobierno se consideran como impuestos. Sin embargo, en ambos casos, 
los tribunales han recurrido a las doctrinas existentes para dar cabida a los BIDs. Todo 
ello sin perjuicio de reconocer ciertos límites legales a los BIDs. Así, por ejemplo, afirman 
que las leyes de transparencia se aplican a las entidades privadas que intervienen en el 
órgano de Gobierno de un BID, y que los BIDs deben demostrar que existe un beneficio 
especial y significativo para todos aquellos que financian sus actividades para lograr 
que las contribuciones especiales no se sometan a las restricciones establecidas para los 
impuestos. Los tribunales han realizado una interpretación amplia de las doctrinas ju-
rídicas existentes para adaptarse a los BIDs, pero esas doctrinas todavía imponen ciertas 
restricciones en consonancia con la naturaleza híbrida de los BIDs —que son organismos 
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públicos creados para proporcionar beneficios tanto para el sector público como para los 
particulares—.

Palabras clave: áreas comerciales urbanas; contribuciones especiales; restriccio-
nes fiscales; Gobiernos locales.

ABSTRACT

Due to their hybrid nature, BIDs do not fit easily into legal categories that distinguish 
between public and private. Issues concerning the legal nature of BIDs have arisen with re-
spect to the selection of their managing boards, the application of laws dealing with public 
bodies, and their financing. Courts have generally resolved these cases in favor of BIDs. The 
two key decisions have been the determination that BID managing boards are not subject 
to the one person, one vote rule, and that BID assessments are special assessments not sub-
ject to state tax limitations. Without both of these rulings, BIDs as we know them probably 
would not exist. To survive legally, BIDs were able to take advantage of ambiguities built 
into American public law. Not all public bodies are subject to one person, one vote, and 
not all charges imposed by government are considered to be taxes. But in both areas, courts 
stretched existing doctrines to accommodate BIDs. In some cases, courts imposed legal limits 
on BIDs, holding, for example, that government transparency laws apply to the private 
entities that operate as BID managing boards, and that BIDs must demonstrate there is a 
distinct, special benefit for those who pay for their activities in order for their assessments to 
be exempt from restrictions on taxes. The courts have stretched legal doctrines to fit BIDs, 
but those doctrines still impose constraints consistent with the hybrid nature of BIDs —that 
they are public bodies created to provide private as well as public benefits—.

Keywords: BIDs; assesments; tax restrictions; local governments.

Sumario: I. INTRODUCCIÓN.—II. ¿CÓMO PUEDEN APLICARSE A LOS BIDs LAS LEYES QUE 
REGULAN EL FUNCIONAMIENTO DE LOS ENTES PÚBLICOS?: 1. La regla «una persona, un 
voto». 2. Otros problemas en torno a la naturaleza público-privada de los BIDs.—III. LOS LITIGIOS 
SOBRE LA NATURALEZA JURÍDICA DE LAS CONTRIBUCIONES ESPECIALES VINCULA-
DAS A LOS BIDs: 1. Las limitaciones tributarias del Estado y las contribuciones especiales de los BIDs. 
2. El concepto «beneficio especial» en California.—IV. CONCLUSIÓN.

I.  INTRODUCCIÓN

Desde que los denominados «Business Improvement Districts» (BIDs) aparecieron 
hace ya cuarenta años en Estados Unidos y, posteriormente, se extendieron por todo el 
país, los tribunales americanos han tenido ocasión de pronunciarse en torno a distintos 
problemas vinculados a su régimen jurídico. En algunos casos, se han planteado cues-
tiones sencillas como, por ejemplo, si la iniciativa para la constitución o ampliación 
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de un determinado BID cumple con lo establecido en la legislación del Estado que 
regula su creación, o si los impulsores del BID lo han comunicado eficazmente a los 
comerciantes o a los propietarios del área en el que se pretende su implantación  1. Otras 
cuestiones han resultado más complejas y han requerido un pronunciamiento judicial 
específico sobre las características particulares de los BIDs o sobre sus mecanismos de 
financiación.

Todas estas cuestiones pueden ordenarse en dos grandes bloques. El primero agru-
paría los casos relativos a la naturaleza híbrida, público-privada, de los BIDs  2. Como 
regla general, son los órganos de Gobierno del municipio los que crean un BID. Poste-
riormente el BID se financia mediante los tributos que establecen y recaudan estos ór-
ganos municipales, que también son los encargados de otorgar al BID las autorizaciones 
necesarias para prestar servicios que han sido tradicionalmente públicos (por ejemplo, el 
saneamiento, la limpieza de las calles, la seguridad pública, así como el mantenimiento 
y la mejora del entorno público). En este sentido, el BID puede considerarse un ente 
público. Sin embargo, los BIDs están gestionados por una entidad privada sin ánimo 
de lucro y se financian gracias a las aportaciones que realizan exclusivamente tanto los 
comerciantes como los propietarios del distrito; en ningún caso los vecinos. Además, 
prestan servicios a los comerciantes, entre los que podemos destacar servicios de marke-
ting, promoción empresarial y selección de nuevos negocios. En este otro sentido, los 
BIDs serían entes privados. Los BIDs combinan, por tanto, elementos públicos y priva-
dos. Sin embargo, la distinción público-privado es una cuestión de suma relevancia en el 
Derecho americano que afecta tanto a la jurisprudencia constitucional, como al Derecho 
administrativo y el Derecho civil. En el ordenamiento jurídico norteamericano los entes 
públicos gozan de ciertas garantías y se sujetan a ciertas obligaciones que no se proyectan 
sobre los entes privados. En esta clave, los BIDs superan la distinción público-privado. 
Sin embargo, numerosos problemas jurídicos obligan a los tribunales a clasificar a los 
BIDs como entes públicos o privados.

En el epígrafe II de este estudio se examinan aquellos casos de la jurisprudencia 
americana que abordan la distinción «público-privado». En el primer subepígrafe se 
analiza la que posiblemente sea una de las cuestiones de mayor relevancia en lo que 
se refiere a los BIDs (y que se vincula al mismo tiempo al asunto más importante del 
Derecho norteamericano en torno a los BIDs): ¿la elección del órgano de Gobierno de 
los BIDs se somete a la regla «una persona, un voto»? Esta norma se considera una exi-
gencia constitucional según la cual, cuando se convocan elecciones para los órganos de 
Gobierno de un ente público ha de garantizarse el voto a todos los ciudadanos residentes 
adultos y ha de asegurarse, además, que su voto tenga el mismo valor. Si se considera que 
esta exigencia de «una persona, un voto» debe aplicarse a los BIDs, los comerciantes y 

1  Consultar, por ejemplo, Bud-Kal v. City of Kalispell, 204 P.2d 738 (Sup. Ct. Mont. 2009); Foote Clinic, 
Inc. v. City of Hastings, 580 N.W.2d 81 (Sup. Ct. Neb. 1998).

2  Vid. R. Briffault, «A Government for Our Time? Business Improvement Districts and Urban Gover-
nance», Columbia Law Review, núm. 2, 1999, pp. 365 y ss.
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propietarios que aportan los fondos económicos a los BIDs podrían dejar de controlar 
la elección de los miembros de su órgano de Gobierno. Si, por el contrario, se entiende 
que no hay que aplicar este principio, se encuentran serias dificultades para justificar la 
no aplicación de una de las normas básicas propias del Gobierno democrático. El asunto 
más importante en torno a esta cuestión se resolvió en un pronunciamiento del Tribunal 
de Apelación del Segundo Circuito de los Estados Unidos de 1998 sobre uno de los 
BIDs más grandes de Nueva York. El Tribunal concluyó que, aunque el BID es un ente 
público, no se le aplica la regla «una persona, un voto». Aunque el Tribunal Supremo de 
los Estados Unidos nunca se ha pronunciado sobre esta cuestión, parece que esta deci-
sión del Segundo Circuito ha zanjado definitivamente la cuestión, aun cuando quedan 
abiertas numerosas cuestiones relativas al encaje de los BIDs en el sistema de Gobierno 
democrático a nivel local.

El segundo subepígrafe del epígrafe II se vuelve a examinar la cuestión «público-pri-
vado». En este punto se plantea, por ejemplo, si los BIDs deben someterse a las normas 
que establecen que los entes públicos deben celebrar reuniones públicas, abiertas a todos 
los ciudadanos, o aquellas que garantizan el acceso público a las actas de estas reuniones; 
o si se aplican a los BIDs las disposiciones que limitan los recursos que pueden inter-
ponerse contra los actos de los entes públicos. En estos supuestos la jurisprudencia ha 
sido contradictoria. En ocasiones los tribunales han concluido que los BIDs son entes 
públicos, y otras veces han resuelto en sentido contrario. El segundo grupo de casos que 
son objeto de estudio en este artículo se relacionan con la financiación de los BIDs. En 
la mayoría de las Constituciones de los Estados se prevén disposiciones que limitan el 
establecimiento de tributos. En concreto, estas normas exigen «generalidad en la tribu-
tación», esto es, que todos los contribuyentes de un mismo territorio sean gravados de 
acuerdo con los mismos criterios. Los BIDs rompen este principio ya que, en primer 
lugar, sólo se grava a los propietarios o comerciantes de un distrito, y no de toda la 
ciudad. En este mismo sentido, los tributos a partir de los cuales se financian los BIDs 
gravan exclusivamente propiedades de uso industrial o comercial, quedando exentas las 
propiedades de uso residencial o de cualquier otro tipo. En segundo lugar, la legislación 
en ciertos Estados dispone que, para imponer nuevos tributos o aumentar los existentes, 
deben celebrarse consultas populares. Y esto no sucede en el caso de los BIDs.

El epígrafe III de este trabajo se centra en las resoluciones de los tribunales que no 
aplican estas limitaciones en materia tributaria a los BIDs, al considerar que sus ingre-
sos derivan de una «contribución especial». La inaplicación de estas restricciones a las 
contribuciones especiales es una técnica muy consolidada en el Derecho americano, 
pero tal y como se muestra a lo largo del trabajo, el fenómeno de los BIDs ha conduci-
do a una ampliación del carácter excepcional que tenían las contribuciones especiales. 
Tradicionalmente las contribuciones especiales se han considerado un tributo que se 
devengaba como consecuencia de la realización de mejoras en las infraestructuras pú-
blicas. La lógica de este carácter excepcional deriva de que la realización de las mejoras 
favorece especialmente a aquellos que están obligados a pagarlas que, además, obtienen 
un beneficio, al menos, equivalente a la cuantía de la contribución especial. Por esa 
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razón, la contribución especial, a pesar de tener carácter coactivo, carece del carácter re-
distributivo propio de los impuestos. Sin embargo, a diferencia del concepto tradicional 
de contribución especial, la contribución especial de los BIDs es un tributo fijo y anual 
que cubre tanto servicios como infraestructuras. Además, la contribución especial de los 
BIDs beneficia a todo el distrito y no sólo a determinadas áreas. A pesar de ello, todos 
los tribunales que han examinado la cuestión han considerado que los tributos vincula-
dos a los BIDs son contribuciones especiales y no impuestos, incluso en aquellos casos 
en los que «la contribución especial» se exige y cuantifica como si fuera un recargo del 
impuesto sobre la propiedad. En este contexto, en un Estado, California, los ciudadanos 
se «echaron atrás». Recelosos de la posibilidad de que las autoridades locales utilizasen 
las contribuciones especiales para inaplicar las limitaciones existentes en la normativa 
tributaria (y no sólo en el contexto de los BIDs), los votantes de California decidieron 
reformar su Constitución en 1996. Mediante esta reforma se pretendía incrementar el 
grado de justificación que debían ofrecer las autoridades locales para demostrar, tanto 
que una contribución especial beneficia especialmente a sus sujetos pasivos, como que 
el beneficio que proporciona es al menos equivalente a la cuantía de la propia contribu-
ción. Sin embargo, esta reforma no ha impedido que los BIDs obtengan ingresos a través 
de contribuciones especiales. Pero sí se dificulta la constitución y gestión de los BIDs. En 
el segundo subepígrafe del epígrafe III se analiza cómo una disposición de la Constitu-
ción del Estado de California ha llevado a un tribunal a denegar en 2011 la creación de 
un BID en la ciudad de San Diego.

Por último, el epígrafe IV de este estudio concluye examinando las implicaciones 
que tienen estos supuestos en el papel que desempeñan los BIDs en la gobernanza de 
las ciudades. Por lo general, los tribunales se han mostrado favorables a la creación de 
BIDs, aunque esta no ha sido la regla en todos los casos. En general, cuando existe al-
guna ambigüedad en la normativa aplicable, los tribunales se han mostrado reticentes 
a aplicar las reglas de gobernanza democrática y las normas que contienen restricciones 
tributarias. Pero cuando existe una norma clara que regula los BIDs, los tribunales han 
aplicado todas aquellas restricciones que limitan sus actividades.

II. � ¿CÓMO PUEDEN APLICARSE A LOS BIDs LAS LEYES QUE REGULAN 
EL FUNCIONAMIENTO DE LOS ENTES PÚBLICOS?

1.  La regla «una persona, un voto»

Desde los años sesenta, en una serie de pronunciamientos el Tribunal Supremo de 
los Estados Unidos ha sostenido que la elección de los órganos de Gobierno de los entes 
públicos se somete a las normas constitucionales que regulan el derecho al voto. Salvo 
contadas excepciones, todos los ciudadanos adultos residentes en los Estados Unidos 
tienen derecho al voto y, además, su voto siempre debe tener igual peso en las eleccio-
nes. Con esta finalidad, cuando las elecciones se realizan con base en circunscripciones 

ANUA-DER-MUNI.indb   165 29/05/15   11:27



166	 Richard Briffault

electorales, estas circunscripciones deben tener aproximadamente el mismo número de 
habitantes.

La regla «una persona, un voto» se estableció en relación con las elecciones al Con-
greso y a las Asambleas de cada Estado. Sin embargo, en el caso Ivery v. Midland Cou-
nty  3, resuelto en 1968, el Tribunal Supremo concluyó que la máxima «una persona un 
voto» también debía aplicarse a las elecciones locales. El Tribunal consideró que, aunque 
los órganos de Gobierno de los entes locales se encuentran en una posición de subordi-
nación respecto a los Gobiernos de los Estados, en la práctica, gozan de un cierto grado 
de autonomía a nivel legislativo, y actúan como verdaderas instituciones representativas 
de los ciudadanos. Por esa razón, los principios de la democracia representativa también 
deben aplicarse a las elecciones a nivel local  4. Sin embargo, el Tribunal Supremo tam-
bién señaló que, además de los entes locales en sentido estricto, los Estados han creado 
un gran número de entidades locales impropias («unusual government bodies»), entre 
los que se sitúan los distritos con fines especiales, cuya función es realizar una o varias 
funciones que afectan «de forma especial a un grupo de ciudadanos frente a otros»  5. En 
relación con los mismos, el Tribunal dejó abierta la posibilidad de que se les excluyera 
del ámbito de aplicación de la regla «una persona, un voto».

En un principio, en dos casos relativos a entes locales impropios o distritos (un 
«school district»  6 y un «regional junior college district»  7), el Tribunal consideró aplicable 
la exigencia de «una persona, un voto» ya que, aunque estos distritos tenían unos fines 
limitados, las actividades que realizaban eran de interés general. Posteriormente, sin 
embargo, el Tribunal Supremo consideró que, en dos supuestos de distritos que finan-
ciaban y gestionaban infraestructuras hidráulicas («water districts»), los Estados podían 
otorgar el derecho al voto únicamente a los propietarios de inmuebles en el distrito y 
que, además, el número de votos que se otorgaba a cada uno se hiciera depender del 
valor de los terrenos que se tuvieran en propiedad. En uno de estos supuestos, el asun-
to Salyer Land Co. v. Tulare Lake Basin Water Storage District  8, el Tribunal Supremo 
confirmó la legalidad de una ley de California que en las elecciones para el órgano de 
Gobierno de un distrito que se encargaba del almacenamiento y distribución de agua 
para agricultura reconocía el derecho al voto únicamente a los propietarios. Este distri-
to se financiaba a través de contribuciones especiales que recaían sobre los propietarios 
de los terrenos del distrito, así como mediante ingresos derivados de la venta de agua 
a los propietarios de estos terrenos. El Tribunal concluyó que «debido al carácter par-
ticularmente limitado de la finalidad perseguida y a la afectación especial que tenían 
las actividades del distrito sobre los propietarios de los terrenos», no debía aplicarse 
la regla «una persona, un voto» en las elecciones para los órganos de Gobierno del 

3  Ivery v. Midland County, 390 U.S. 474 (1968).
4  Ibid., 481.
5  Ibid., 483-484.
6  Kramer v. Union Free School Dist. No. 15, 395 U.S. 621 (1969).
7  Hadley v. Junior College Dist., 397 U.S. 50 (1970).
8  Salyer Land Co. v. Tulare Lake Basin Water Storage District, 410 U.S. 719 (1973).
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distrito  9. Esta limitación de la regla «una persona, un voto» se sometió a un test de 
constitucionalidad, ya que el distrito («water storage district») se consideraba un ente 
público. Sin embargo, la ponderación llevada a cabo confirmó la constitucionalidad de 
la inaplicación de la regla «una persona, un voto».

Ocho años después, en el caso Ball v. James  10, el Tribunal Supremo consideró que 
la exigencia de «una persona, un voto» no era aplicable a las elecciones de otro distrito, 
encargado de almacenar y distribuir agua entre los propietarios del distrito, así como 
de producir y vender electricidad («water reclamation district»). En este caso, la mayor 
parte de los clientes de esta entidad no eran propietarios en el distrito y la mayoría de 
sus ingresos se derivaba de la venta de electricidad que generaban en el distrito. A pesar 
de ello, el Tribunal Supremo estimó que, como el distrito tenía un fin tan limitado y sus 
actividades afectaban de forma tan intensa a los propietarios, el voto podía reservarse a 
estos. Para el Tribunal, aunque los ingresos que generaban los propietarios del distrito 
solamente representaban una parte de los ingresos totales, los propietarios eran «los úni-
cos residentes del distrito cuyas propiedades servían de garantía para el pago de deuda 
pública». Además, los propietarios de los terrenos eran los únicos que estaban sometidos 
a los tributos sobre la propiedad inmobiliaria que estableciese el propio distrito  11.

En los asuntos Salyer y Ball, el Tribunal Supremo estableció dos requisitos que de-
bían concurrir para inaplicar a un ente público la regla «una persona, un voto»: en pri-
mer lugar, que el ente público tenga una finalidad especialmente limitada; y, en segundo 
lugar, que exista una afectación «especial» para aquellos que tienen derecho a voto  12. 
Si se cumplen estos dos requisitos estamos ante una excepción de la exigencia de «una 
persona, un voto».

En 1998, el Tribunal de Apelación del Segundo Circuito de los Estados Unidos 
tuvo ocasión de analizar si la exigencia de «una persona, un voto» debía aplicarse al BID 
Grand Central de Nueva York, uno de los BIDs más grandes de los Estados Unidos desde 
su creación. Este BID, situado entre las calles 34 y 35 al este de Manhattan, tenía una 
extensión de 70 manzanas que incluía a su vez 71 millones de metros cuadrados de espa-
cio comercial (lo que representaba el 19 por 100 del espacio de oficinas de Manhattan). 
En aquel momento, unas 250.000 personas trabajaban en este distrito, aunque en el 
vivían menos de 1.000  13. En 1997, este BID recaudó 9.705,00 euros en contribuciones 
especiales  14, cifra que llegó a los 12.709.000 euros en 2013  15. Tanto en aquel momento 
como en la actualidad, el BID Grand Central ofrece una amplia gama de servicios tales 

9  Salyer Land Co. v. Tulare Lake Basin Water Storage District, op. cit., 728.
10  Ball v. James, 451 U.S. 355 (1981).
11  Ibid., 370.
12  Ibid., 363; Salyer Land Co. v. Tulare Lake Basin Water Storage District, op. cit., 720-721.
13  R. Briffault, «A Government for Our Time? Business Improvement Districts and Urban Gover-

nance», op. cit., p. 431.
14  Ibid.
15  Consultar: Grand Central Partnership 2013 Annual Report, http://www.grandcentralpartnership.nyc/

wpcontent/uploads/2014/05/gcp_annualreport_2014.pdf.
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como seguridad, saneamiento, servicios sociales así como asistencia a los comerciantes, 
infraestructuras, mantenimiento de las calles y equipamientos colectivos.

Con arreglo a lo establecido en la normativa de Nueva York, los BIDs están gestiona-
dos por una «Asociación de Gestión del Distrito», una organización sin ánimo de lucro 
que constituye uno de los elementos esenciales en la creación de un BID. La Agencia 
tributaria del Ayuntamiento de Nueva York se encarga de la recaudación de las contri-
buciones especiales vinculadas a los BIDs que, posteriormente, se transfieren a cada uno 
de ellos en virtud del contrato existente entre la ciudad y esta «Asociación de Gestión 
del Distrito». Aunque desde un punto de vista técnico, la «Asociación de Gestión del 
Distrito» solamente es la entidad encargada de la gestión del BID, en la práctica también 
se encarga de su gestión cotidiana y de su funcionamiento. La legislación del Estado de 
Nueva York exige que la mayoría de los miembros del órgano de Gobierno de la «Aso-
ciación de Gestión del Distrito» sean elegidos por los propietarios. No obstante, esta 
normativa también prevé la posibilidad de que los arrendatarios de los locales comercia-
les y los vecinos del distrito elijan a algunos de los miembros y dispone, asimismo, que 
cuatro de los miembros del órgano de Gobierno sean representantes del Ayuntamiento 
de Nueva York. Pues bien, precisamente la composición del órgano de Gobierno de la 
«Asociación de Gestión del Distrito» fue cuestionada ante el Tribunal de Apelación del 
Segundo Circuito de Estados Unidos. En aquel momento, el órgano estaba formado 
por 31 representantes de los propietarios, 16 miembros elegidos por propietarios de los 
locales comerciales, un representante de los vecinos y 4 miembros en representación del 
Ayuntamiento de Nueva York. Además, la normativa interna del BID preveía que, a la 
hora de elegir a los miembros del órgano de Gobierno, el voto de los propietarios tendría 
un peso proporcional al valor de tasación de sus inmuebles  16.

Así las cosas, un grupo de vecinos interpuso una demanda alegando que la sobrerre-
presentación de los propietarios en el órgano de Gobierno de la «Asociación de Gestión 
del Distrito»  17 del BID Grand Central infringía la regla de «una persona, un voto». El 
Tribunal Federal del Distrito desestimó la demanda, pero los demandantes interpusieron 
un recurso de apelación contra esta decisión. Finalmente, el Tribunal de Apelación del 
Segundo Circuito de los Estados Unidos concluyó en el asunto Kessler v. GCDMA que 
debido al «fin limitado del propio distrito», a «su falta de poder soberano», al «número 
limitado de funciones que realiza», al «control que el ayuntamiento ejerce en la asocia-
ción», y a «la afectación especial de los propietarios del BID»; el BID debía equipararse a 
los distritos especiales y, por tanto, no le era aplicable la regla de «una persona, un voto». 
En conclusión, para el Tribunal la sobrerrepresentación de los propietarios en el órgano 
de Gobierno de un BID es una opción de los Estados conforme a la Constitución.

En este caso parece difícil sostener que concurren los requisitos que determinó el 
Tribunal Supremo en los asuntos Salyer y Ball. En relación con el requisito de «afecta-

16  R. Briffault, «A Government for Our Time? Business Improvement Districts and Urban Gover-
nance», op. cit., pp. 432-433.

17  Kessler v. GCDMA, 158 F.3d 92 (2nd Cir. 1998).
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ción especial», es cierto que el BID Grand Central, al igual que la mayoría de los BIDs, 
se financiaba principalmente a través de las contribuciones especiales que sufragaban los 
propietarios. Es más, en este caso puede afirmarse que los propietarios contribuían en 
mayor medida a la financiación de los BIDs que lo que sucedía en el caso Ball. A dife-
rencia del BID Grand Central, el distrito del asunto Ball obtenía la mayor parte de sus 
ingresos de la venta de electricidad y no de las contribuciones especiales a las que debían 
hacer frente sus propietarios. Sin embargo, el hecho de que la mayor parte de los ingresos 
provinieran de las contribuciones especiales no implicaba necesariamente que los pro-
pietarios se vieran afectados de manera especialmente intensa ya que, por ejemplo, los 
propietarios podían repercutir sobre sus arrendatarios las contribuciones especiales que 
recaían sobre ellos incrementando el precio de los alquileres. Además, los servicios que 
proporcionaba el BID (estrategias de seguridad, servicios sociales, mantenimiento de 
las calles y reparaciones, actividades de desarrollo económico) podían beneficiar tanto a 
propietarios como a no propietarios. De hecho, en un caso anterior, el Tribunal Supre-
mo anuló las disposiciones de un Estado que reconocían únicamente a los propietarios el 
derecho al voto en las decisiones sobre la deuda pública que pueden emitir los distritos, 
rechazando la argumentación de que los propietarios del distrito eran los únicos afecta-
dos por el pago de la deuda y los únicos que se beneficiaban de las mejoras financiadas 
por esta deuda  18. A pesar de ello, el pronunciamiento del Tribunal en el caso Kessler 
parece seguir la misma línea jurisprudencial que estableció en los asuntos Salyer y Ball.

Ahora bien, la cuestión más relevante que se planteó al Tribunal de Apelación del 
Segundo Circuito era determinar cuándo el BID tenía un fin especialmente limitado. En 
los casos Salyer y Ball, el Tribunal Supremo se centró en analizar si los distritos llevaban 
a cabo «servicios propios de los entes públicos», entre los que había incluido —en el caso 
Ball— «el mantenimiento de las calles, la gestión de los colegios, limpieza, sanidad o 
servicios sociales»  19. En ambos supuestos, el distrito no proporcionaba ninguno de estos 
servicios. Por tanto, en opinión del tribunal, a pesar de su «carácter público nominal», 
los distritos eran «esencialmente empresas» creadas para proporcionar servicios como 
agua o electricidad, de la misma forma en que lo haría cualquier otra empresa privada. 
Los BIDs, entre ellos el BID Grand Central, proporcionan estos servicios propios de los 
entes públicos, como, por ejemplo, seguridad, limpieza, mantenimiento de las calles, o 
servicios sociales, como la ayuda asistencial a personas sin hogar. Es más, en vez de limi-
tarse a prestar directamente estos servicios —como el suministro de agua o de energía— 
a los propietarios o a otros usuarios a cambio de una tarifa, las actividades del BID tienen 
utilidad general para todo el distrito, tal y como sucede con los servicios que gestiona 
el Gobierno de la ciudad en los distintos barrios. Pues bien, a pesar de estas diferencias 
entre los BIDs y los distritos especiales en el sentido clásico, el Tribunal de Apelación del 
Segundo Circuito concluyó que el BID Grand Central es una entidad con una finalidad 
limitada tanto por su reducido papel como por la responsabilidad limitada que asume 

18  Consultar: City of Phoenix v. Kolodziejski, 399 U.S. 204 (1970).
19  Ball v. James, 366.
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en la prestación de los servicios públicos. El BID Grand Central no es el único, ni tan 
siquiera el principal proveedor de servicios de seguridad, sanidad, mantenimiento de 
las calles o servicios sociales en el distrito, sino que los servicios que proporciona son 
complementarios en su totalidad respecto de aquellos que presta el Ayuntamiento de 
Nueva York  20.

Además, como destacó el Tribunal, el BID carece de poderes públicos «soberanos» y 
está sometido al control del ayuntamiento. A diferencia de las ciudades o de otros entes 
locales sometidos a la exigencia de «una persona, un voto», los BIDs carecen de compe-
tencias a nivel tributario, normativo y regulatorio. Incluso cuando asumen la prestación 
de servicios tradicionalmente públicos, tienen una responsabilidad relativamente limi-
tada en relación con esos servicios. Por ejemplo, el personal uniformado del BID puede 
vigilar el distrito para proporcionar seguridad adicional, pero el BID no puede tipificar 
conductas, practicar arrestos, abrir investigaciones ni dictar órdenes de registro. Asimis-
mo, los BIDs pueden encargarse de la recogida de los residuos urbanos, pero no pueden 
determinar cómo van a eliminarse los residuos. También pueden realizar inspecciones 
de sanidad o seguridad, pero tampoco pueden abrir procedimientos sancionadores. De 
hecho, el BID Grand Central puede llevar a cabo únicamente aquellas actividades para 
las que ha sido previamente autorizado por el plan de servicios del distrito que aprueba 
el ayuntamiento que, a su vez, limita sus gastos. Así pues, cualquier modificación en la 
previsión de gastos o en la cuantía de las contribuciones especiales requiere la aprobación 
previa del ayuntamiento. Siguiendo esta misma lógica, los contratos celebrados entre los 
BIDs y el Ayuntamiento de Nueva York se rigen por la normativa de contratación pú-
blica. Además, el BID debe presentar un informe anual junto al ayuntamiento y tiene el 
deber de auditar sus cuentas. Y es el propio ayuntamiento el que establece la cuantía de 
las contribuciones especiales y el que se encarga de recaudarlas para transferirlas poste-
riormente a la «Asociación de Gestión del Distrito». La capacidad de gestión de la «Aso-
ciación de Gestión del Distrito» proviene del contrato celebrado con el ayuntamiento, 
lo que le hace estar bajo la constante supervisión municipal. De hecho, aunque los BIDs 
son entes públicos que prestan servicios públicos tradicionales (lo que les diferencia de 
los «water districts»), tienen una capacidad limitada a la hora de elaborar políticas públi-
cas para regular estos servicios, y tienen una competencia tan limitada que no pueden 
ejercer funciones «gubernativas» en ningún sentido.

Sin duda, es discutible el nivel de intensidad con el que el ayuntamiento supervisa 
el funcionamiento del BID una vez que ya ha aprobado su creación, ha establecido la 
cuantía inicial de la contribución especial, y ha concretado su programa de servicios  21. 
De hecho, en la práctica los BID tienen un amplio margen de maniobra a la hora de 
realizar las actividades que han sido autorizadas en el programa de servicios. Aun así, 
parece razonable afirmar que, aunque los BIDs son entes públicos que proporcionan 

20  Kessler v. GCDMA, 113.
21  R. Briffault, «A Government for Our Time? Business Improvement Districts and Urban Gover-

nance», op. cit., pp. 440-441.
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ciertos servicios públicos, en realidad no ejercen funciones gubernativas. Por esa razón 
la rendición de cuentas que se aplica a todos los entes públicos, se limita en el caso de 
los BIDs a los mecanismos de supervisión y al control último que ejerce el ayunta-
miento.

Hay que tener en cuenta que el caso Kessler es un reflejo del análisis y de la deci-
sión de un único Tribunal federal de apelación. Desde el punto de vista técnico, este 
Tribunal sólo se pronunció sobre la constitucionalidad de la normativa de Nueva York 
en torno a los BIDs. Pero como el Tribunal Supremo aún no se ha pronunciado sobre 
esta cuestión, parece que el pronunciamiento en el asunto Kessler ha resuelto definiti-
vamente estos problemas, puesto que desde este caso no se han presentado asuntos con 
una problemática similar. En conclusión, puede afirmarse que a nivel constitucional en 
Estados Unidos no se aplica la regla «una persona, un voto» para elegir a los miembros 
de los órganos directivos de los BIDs. Esto se traduce en la posibilidad de que en los ór-
ganos de Gobierno del BID haya una representación desproporcionada de propietarios, 
cuyos votos pueden tener un peso proporcional al valor de tasación de sus terrenos en 
un distrito.

2.  Otros problemas en torno a la naturaleza público-privada de los BIDs

Aunque posiblemente el asunto Kessler ha sido el caso más relevante sobre la natu-
raleza híbrida, público-privada, de los BIDs en Estados Unidos, no ha sido el único. De 
hecho, suele plantearse la cuestión de si la normativa que regula los BIDs —y que, a 
su vez, les dota de cobertura legal— es la misma que se aplica a los entes públicos. Las 
resoluciones judiciales no han seguido siempre una misma línea jurisprudencial y, en 
ocasiones, han resuelto los casos fijándose en la propia literalidad de la legislación del 
Estado que había originado la controversia. En dos supuestos, los tribunales han tenido 
que examinar si deben aplicarse a los BIDs las leyes que exigen que las reuniones de los 
órganos de Gobierno sean públicas, así como el acceso público a sus registros.

En el caso Epstein v. Hollywood Entertainment District II BID  22, un Tribunal de 
Apelación del Estado de California estimó que la asociación de propietarios del distrito 
Hollywood Entertainment («Hollywood Entertainment District Property Owners Associa-
tion» o «POA») —una entidad privada sin ánimo de lucro que controla el BID de 
Hollywood—, debía cumplir con lo establecido en la Ley de sesiones públicas de Ca-
lifornia. Esto es, que el órgano de Gobierno del BID debía celebrar sesiones públicas 
previa notificación y publicación del orden del día con una antelación mínima de 72 
horas. Esta normativa californiana se aplica a los entes públicos, así como a aquellas 
entidades privadas creadas por un ente público para ejercer algunas de sus competen-
cias por delegación. El Tribunal consideró que esta normativa debía aplicarse, ya que 
el papel del Ayuntamiento de Los Ángeles había sido esencial para la constitución de 

22  Epstein v. Hollywood Entertainment District II BID, 104 Cal. Rptr.2d 857, 87 Cal.App.4th 862 (2001).
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la asociación de propietarios del distrito Hollywood Entertainment. El Ayuntamiento 
de Los Ángeles creó este BID por medio de una ordenanza municipal que disponía 
que una asociación sin ánimo de lucro se encargaría de dirigirla «e incluso la propia 
ordenanza adelantó un resumen parcial de la gestión y el funcionamiento de la propia 
asociación»  23. Y, efectivamente, la asociación de propietarios del distrito Hollywood 
Entertainment se creó días después de la aprobación de esta ordenanza. En este contex-
to, el Tribunal dispuso que «el Ayuntamiento de Los Ángeles tuvo un papel esencial en 
la propia constitución de la POA al haber establecido los cimientos jurídicos del BID 
y al disponer que sería una POA, que en el momento de aprobación de la ordenanza 
no se había creado todavía, la que se encargase de administrarla. La razón de ser de la 
POA era gestionar el BID. Al haberle dado ese “insuflo legal” al BID, el ayuntamien-
to también “insufló vida” a la propia POA»  24. Es más, el Tribunal destacó el control 
completo que ejercía el ayuntamiento sobre el BID, como también había sucedido en 
el caso del BID Grand Central.

Un Tribunal de Apelación de nivel intermedio de Nueva Jersey llegó a la misma 
conclusión que en el asunto que acaba de relatarse. Este tribunal concluyó que las leyes 
de registros públicos también se aplicaban a las empresas privadas sin ánimo de lucro 
que se encargaban de la gestión del BID del municipio de Montclair. La Ley de regis-
tros públicos del Estado de Nueva Jersey sólo se aplica a las «agencias públicas». Este 
concepto incluye «cualquier ente o agencia creada» por el Estado o por cualquier otro 
ente territorial del Estado, como puede ser un municipio. No obstante, al igual que 
hizo el Tribunal del Estado de California, este Tribunal de Nueva Jersey estimó que, 
aunque la empresa («Montclair Center Corporation» o «MCC») estaba formada por 
siete sujetos privados, había sido creada por una ordenanza municipal, que establecía 
que «por lo aquí dispuesto se constituye una empresa de gestión del distrito que se 
denominará “Montclair Center Corporation”». Asimismo, la ordenanza atribuía a la 
empresa ciertos poderes, establecía los procedimientos para la aprobación de su presu-
puesto, creaba la estructura de su órgano de Gobierno y disponía que el ayuntamiento 
debía controlar las actuaciones que llevaba a cabo la empresa de gestión del distrito 
de Montclair («Montclair Center Corporation»). Además, el Tribunal señaló que la 
«MCC (la empresa de gestión del distrito) se financiaba por medio de contribucio-
nes especiales que había establecido el ayuntamiento que gravaban a los propietarios 
del distrito de negocios». El ayuntamiento también establecía cuáles eran los límites 
geográficos del distrito, controlaba sus actividades y tenía la facultad de disolverlo. 
Este Tribunal señaló, además, que «Montclair Center Corporation» tenía un papel 
asistencial en la provisión de ciertos servicios públicos locales, entre los que estaba la 
seguridad o la limpieza, que «eran complementarios respecto de aquellos que proveía 

23  Epstein v. Hollywood Entertainment District II BID, 863; Epstein v. Hollywood Entertainment District II 
BID, 87 Cal. App. 4th, 870-871.

24  Epstein v. Hollywood Entertainment District II BID, 865; Epstein v. Hollywood Entertainment District II 
BID, 87 Cal. App. 4th, 873.
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el municipio». Así pues, «Montclair Center Corporation» no era una asociación volun-
taria y autónoma de propietarios de negocios sino que era una agencia pública a la luz 
de la Ley de Nueva Jersey  25.

En otro asunto, el Tribunal Supremo de Arkansas consideró que un BID era una 
agencia gubernamental y que, por tanto, no se le aplicaba uno de los requisitos que esta-
blecía el Código de Comercio para los entes privados (lo que conllevó la estimación de 
las pretensiones del BID en un litigio comercial)  26. El BID Quapaw Central fue creado 
por el Ayuntamiento de Little Rock con el fin de mejorar el estado de las calles, aceras, 
calzadas y el alcantarillado así como el alumbrado público y el entorno urbano del dis-
trito. Este BID emitió ciertos bonos que estaban garantizados por las contribuciones 
especiales que gravaban a los propietarios del distrito. Estas contribuciones especiales 
constituían la garantía de pago de los bonos, y se depositaron en una cuenta creada a tal 
efecto. Posteriormente, surgió una contienda entre el BID y un contratista encargado de 
la realización de las mejoras en el distrito. El contratista interpuso una demanda y, al ser 
estimada, pretendió su ejecución con cargo a los fondos del BID. Frente a esta preten-
sión, el BID alegó que la función de garantía que tenían las contribuciones especiales de 
los bonos tenía prioridad respecto de la pretensión de ejecución del contratista. Por el 
contrario, el contratista sostenía que, como el BID no había cumplido con unos de los 
requisitos del Código de Comercio, no podía decirse que existiese esta prioridad. Por su 
parte, el BID alegaba que las reglas del Código de Comercio no se aplicaban a «las agen-
cias gubernamentales o subdivisiones de estas». No cabía duda de que esta norma no se 
aplicaba a las agencias gubernamentales, pero la verdadera cuestión que se planteaba en 
el litigio era determinar si los BIDs eran agencias gubernamentales, tal y como el tribu-
nal consideró en este caso: «Los BIDs son agentes del Estado cuyos poderes limitados y 
funciones de naturaleza pública provienen de una delegación legislativa realizada a partir 
de la competencia en materia fiscal del Estado»  27.

En otros dos casos, el Tribunal consideró que los BIDs no estaban amparados por la 
normativa que rige el funcionamiento de los entes públicos, aunque en uno de los casos, 
ese era el fallo que pretendía lograr el BID. En el asunto Byrne v. Times Square District 
Management Ass’n, Inc.  28, un Tribunal Federal del distrito de Nueva York consideró que 
la «Asociación de Gestión del Distrito» del BID Times Square no podía beneficiarse de 
una regla procesal aplicable a los entes públicos que restringía el número de demandas 
de responsabilidad por daños derivados de muertes por negligencia. La legislación de 
Nueva York dispone que en las demandas de este tipo interpuestas contra una «corpo-
ración pública benéfica», la interposición de la demanda debe notificarse en los 90 días 
siguientes al nombramiento del albacea de la persona fallecida. Esta regla no se aplica a 

25  Kennedy v. Montclair Center Corporation Business Improvement District, 2014 WL 4698508 (Superior 
Ct., NJ. June 24, 2014).

26  Quapaw Central Business Improvement District v. Bond-Kinman, Inc., 870 S.W.2d 390 (Ark. Supreme 
Ct. 1994).

27  Ibid., 392.
28  Byrne v. Times Square Dist. Mgmt Ass’n, Inc., 2005 WL 1231643 (S.D.N.Y. 2005).
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las demandas interpuestas contra empresas privadas. Pues bien, apoyándose en el asunto 
Kessler y en la doctrina de que «el papel y responsabilidad del BID son limitados», de que 
el BID «no ejerce competencias investidas de la autoridad propia de los entes públicos 
vinculados a las funciones de Gobierno» y de que la «Asociación de Gestión del Distrito» 
opera con las reglas de votación establecidas en las normas para las entidades sin ánimo 
de lucro, el Tribunal concluyó que la «Asociación de Gestión del Distrito» del BID Ti-
mes Square era una entidad sin ánimo de lucro y, por tanto, no era una entidad pública 
a la que se debiera notificar la demanda con antelación  29. El asunto Byre parece estar 
basado, por tanto, en una interpretación errónea del asunto Kessler, que consideraba al 
BID Grand Central como una «entidad gubernamental» y no como «un ente público 
de carácter general». El objetivo de la regla de la notificación previa es proteger a los 
ciudadanos de los posibles costes asociados a los litigios de responsabilidad. En realidad, 
este riesgo del que se pretende proteger a los ciudadanos también afecta a los BIDs, que 
se financian mediante las contribuciones especiales que asumen los propietarios. No 
obstante, el caso Byre sirve para ilustrar cómo la naturaleza híbrida de un BID (en este 
caso un «ente público» gestionado por una empresa privada), puede llevar a realizar un 
análisis legal erróneo.

Finalmente, en el caso Elliot v. Morgan  30, un Tribunal de Apelación de Wisconsin 
estimó que el proyecto «Riverwalk», que llevaba a cabo el BID de Milwaukee núm. 15, 
no era «una obra pública» en los términos de la legislación estatal. En concreto, la ley 
regulaba los precios en los contratos de obras públicas que, en general, eran superiores a 
los que se pagaban en el sector privado. La Ley de Wisconsin establecía que esta regula-
ción se aplicaba a los contratos públicos celebrados por los ayuntamientos. En este caso, 
el ayuntamiento no fue el que redactó el contrato, sino que lo hizo el propio BID. Los 
demandantes de este recurso, el sindicato de construcción de Milwaukee, consideraban 
que «el BID es en realidad un alter ego del ayuntamiento ya que había sido creado por 
él». El tribunal, no obstante, disintió al considerar que el BID era una entidad separa-
da del ayuntamiento, y que «el ayuntamiento no se encargaba de sacar a concurso las 
obras públicas, de negociar, ni de redactar los contratos para las obras en cuestión»  31. 
Además, el ayuntamiento no era el propietario, ni gestionaba o mantenía las mejoras 
que proporcionaba el proyecto «Riverwalk»  32, que consistía en aceras, luces decorativas 
y obras de mejora del entorno en la ribera del río Wilwaukee. La decisión se basó en la 
literalidad de la legislación de Wisconsin, que, en concreto, se refería a los contratos del 
«ayuntamiento», y no cualquier contrato público, así como en determinados aspectos 
del proyecto «Riverwalk». No obstante, al igual que en otros casos, este asunto es una 
clara muestra de la naturaleza legal incierta de la relación existente entre los BIDs y los 
ayuntamientos.

29  Ibid., *4.
30  Elliot v. Morgan, 571 N.W.2d 866 (Wis. Ct. App. 1997).
31  Ibid., 869.
32  Ibid., 871.
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III. � LOS LITIGIOS SOBRE LA NATURALEZA JURÍDICA 
DE LAS CONTRIBUCIONES ESPECIALES VINCULADAS A LOS BIDs

1. � Las limitaciones tributarias del Estado y las contribuciones especiales 
de los BIDs

Una cuestión que se planteó reiteradamente en los primeros años de creación de los 
BIDs era si las contribuciones especiales de los BIDs se sujetaban a las distintas disposi-
ciones constitucionales estatales que restringen la tributación local. Muchas constitucio-
nes estatales exigen «generalidad en la fiscalidad», esto es, que las contribuciones especia-
les y los impuestos que recaen sobre el mismo tipo de propiedad se graven con la misma 
intensidad. Las contribuciones especiales de los BIDs pueden suscitar ciertos problemas 
de uniformidad cuando una propiedad situada en el BID está obligada al pago de una 
contribución especial, mientras que otra propiedad similar localizada en la misma ciu-
dad, pero fuera del BID, no se sujeta a esa carga. Del mismo modo, puede surgir proble-
mas de uniformidad cuando se gravan únicamente ciertas propiedades dentro del BID: 
por ejemplo, las propiedades de uso comercial o industrial, y no las propiedades de uso 
residencial. En la misma línea, numerosas constituciones estatales imponen límites sus-
tantivos o procedimentales en materia de fiscalidad local, limitando, por ejemplo, el tipo 
impositivo o disponiendo que los ciudadanos soporten la creación de nuevos impuestos 
o un aumento de los existentes. Por el contrario, una contribución especial de un BID 
podría dar lugar a un impuesto que supera estos límites del tipo impositivo, o a un au-
mento de los impuestos sin que medie la aprobación de los ciudadanos.

Los BIDs han sostenido reiteradamente que las contribuciones especiales de los BIDs 
deben incluirse en el ámbito de exención de las contribuciones especiales generales, por 
lo que no se les aplicarían los límites establecidos para los impuestos estatales. Aunque 
una contribución especial es un tributo obligatorio, las contribuciones especiales se han 
utilizado habitualmente como mecanismo de financiación de mejoras que benefician a 
determinadas propiedades, que son las que están sometidas a este tributo —por ejemplo, 
una nueva acera o una conexión a una red de agua o de alcantarillado—. Los tribuna-
les han sostenido que las contribuciones especiales no pueden considerarse impuestos 
si concurren dos circunstancias: que el beneficio que obtiene la propiedad equivale al 
menos a la cuantía de la contribución especial; y que el municipio no obtenga beneficios 
derivados de la recaudación de la contribución especial. No obstante, la contribución 
especial de los BIDs se diferencia de las contribuciones especiales tradicionales, que 
normalmente son tributos excepcionales cuya finalidad es financiar obras públicas que 
beneficiarán particularmente a las propiedades gravadas por ellas. Por el contrario, las 
contribuciones especiales de los BIDs se utilizan por lo general para financiar servicios 
como vigilancia, eventos públicos, marketing estratégico y promoción empresarial que 
benefician al propio distrito, esto es, servicios que no están directamente relacionados 
con un terreno concreto. Además, a diferencia de las contribuciones especiales tradicio-
nales (pero al igual que los impuestos), las contribuciones especiales BID se devengan 
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cada año. Sin embargo, todos aquellos tribunales que han conocido de las cuestiones 
relativas a las contribuciones especiales de los BIDs han concluido que son contribu-
ciones especiales, no impuestos. Por tanto, las restricciones de los impuestos no pueden 
aplicarse a las contribuciones especiales de los BIDs.

En uno de los primeros casos, City de Seattle v. Rogers Clothing for men  33, el Tribunal 
Supremo de Washington rechazó que las contribuciones especiales sólo sirviesen para 
financiar mejoras de infraestructuras y no de servicios. El Ayuntamiento de Seattle había 
establecido una contribución especial para financiar dos programas del BID Dowtown 
Seattle Real Core Business Improvement Area. En primer lugar, un «programa de marke-
ting» destinado a la decoración y embellecimiento de los espacios públicos, el manteni-
miento de la señalización de las calles, la publicidad y la mejora de las relaciones públi-
cas. En segundo lugar, la contribución especial se destinaba a financiar un «programa 
de mantenimiento» que servía para proporcionar servicios de limpieza de las calles, de 
limpieza de grafiti y de servicios de seguridad. Este Tribunal sostuvo que las contribucio-
nes especiales pueden financiar estos servicios siempre que se pueda demostrar que las 
propiedades gravadas se han visto beneficiadas por ellos. El Tribunal siguió entonces lo 
establecido en otros precedentes estatales sobre contribuciones especiales tradicionales a 
cambio de las mejoras realizadas en ciertas propiedades. En estos casos se establecía que 
las actividades que se financian por medio de contribuciones especiales debían benefi-
ciar, al menos en la misma cuantía que el importe del tributo, y se depositaba en los pro-
pietarios la carga de la prueba de que la cuantía de las contribuciones especiales excedía 
el beneficio que recibían. El hecho de que la contribución especial de los BIDs sirviese 
para financiar servicios situados en un área determinada no desvirtuaba la presunción 
de que el beneficio era al menos equivalente al importe del tributo («the presumption of 
benefit») y modificaba la carga de la prueba («burden of proof») a la que se había hecho 
referencia en otros casos. Del mismo modo, en el caso Evans v. City of San Jose  34, un 
Tribunal de Apelaciones de California sostuvo que el precepto de la Constitución de 
California que dispone que los ciudadanos deben aprobar los nuevos impuestos no se 
aplicaba a las contribuciones especiales establecidas por el BID de San José. Aunque los 
tribunales de California habían concluido en casos anteriores que los ciudadanos no de-
bían aprobar las contribuciones especiales, el Ayuntamiento de San José sostuvo que las 
contribuciones especiales de los BIDs no se encuentran dentro del ámbito de exención 
de las contribuciones especiales. Para este ayuntamiento, las contribuciones especiales no 
servían para financiar mejoras que beneficiaban especialmente a las propiedades gravadas 
por este tributo. En un primer momento, el tribunal de California se mostró de acuerdo 
con la pretensión de los demandantes que sostenían que «la contribución especial que 
gravaba a los comerciantes para financiar la promoción del centro de la ciudad no era 
una verdadera contribución especial ya que no se utilizaba para financiar mejoras de las 
infraestructuras públicas que benefician especialmente a los sujetos pasivos del tributo». 

33  City de Seattle v. Rogers Clothing for men, 787 P.2d 39 (Wash. Sup. Ct. 1990).
34  Evans v. City of San Jose, 4 Cal. Rptr.2d 601 (Cal. App. 1992).
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Sin embargo, el tribunal concluyó que la contribución especial de los BIDs se parece 
más a una contribución especial que a un impuesto. Al igual que las contribuciones 
especiales, el propósito de este tributo es el de beneficiar a un «grupo determinado» de 
propietarios del centro de la ciudad en vez a la comunidad en su conjunto. Según el tri-
bunal, incluso aunque al final «se beneficien todos los ciudadanos, el grupo determinado 
de propietarios se beneficia especialmente por esta inversión». Además, este tribunal 
sostuvo que, aunque no es «una auténtica contribución especial», es «análoga a aquellos 
tributos que establecen una obligación tributaria a cambio del beneficio que recae sobre 
la persona o la entidad que se beneficia de él». Esto mismo se había señalado en el asunto 
de Washington (asunto City de Seattle v. Rogers Clothing for men), donde el tribunal se-
ñaló que «el Ayuntamiento de San José y el órgano legislativo de cada uno de los Estados 
(“state legislature”) han conseguido que la promoción del centro redunda en beneficio de 
las empresas y los propietarios dentro del BID, ya que los fondos se utilizan para hacer 
que el centro de la ciudad sea un lugar más seguro, limpio y un área más viable desde el 
punto de vista económico». Por tanto, los ciudadanos no tienen que aprobar el estableci-
miento de nuevas contribuciones especiales para los BIDs. Un Tribunal Federal de Dis-
trito en Mississippi también siguió la misma línea jurisprudencial establecida en el caso 
de Washington (asunto City de Seattle v. Rogers Clothing for men) y el caso de California 
(asunto Epstein v. Hollywood Entertainment District II BID). Este tribunal rechazó que 
las contribuciones especiales que «servían únicamente para sufragar los costes derivados 
de mejoras locales específicas, concretas y de carácter permanente como, por ejemplo, la 
construcción de carreteras o de una red de alcantarillado»  35 pudiesen ser contribuciones 
especiales exentas de las limitaciones de carácter fiscal. La cuestión litigiosa era si la acti-
vidad que se financiaba a través de las contribuciones especiales, que en el caso del BID 
de Jackson Mississipi consistía en «servicios públicos complementarios», «beneficiaba 
especialmente o de forma particular a los propietarios de una determinada zona». El 
Tribunal concluyó que los servicios que ofrecía el BID Jackson (protección civil comple-
mentaria, mantenimiento de calles y aceras, recogida de residuos adicional, paisajismo, 
así como desarrollo económico y relaciones públicas), beneficiaban especialmente a los 
propietarios del BID y, por tanto, podían financiarse por medio de contribuciones espe-
ciales no sometidas a restricciones fiscales  36.

Del mismo modo, un Tribunal de Apelación en Tennesee, en el asunto Zimmer-
man v. City of Memphis, desestimó un recurso contra la contribución especial que ha-
bía establecido el BID Memphis Central II  37 («Memphis Central Business Improvement 
Districts II»). Aunque en otras ocasiones el importe de las contribuciones especiales se 
había cuantificado en función del beneficio que proporcionaban las mejoras a los pro-
pietarios, el BID de Memphis había establecido un recargo fijo de 0,65 dólares por cada 
100 dólares de valor de las propiedades del distrito, quedando exentas las propiedades 

35  McGowan v. Capital Center, Inc., 19 F.Supp.w2d 642 (S.D. Miss. 1998).
36  Ibid., 648-649.
37  Zimmerman v. City of Memphis, 67 S.W.2d 798 (Ct. App. Tenn. 2001).
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residenciales o públicas. Los demandantes sostenían que «una contribución especial fija 
para todo el distrito» era una muestra de que, en realidad, la contribución especial era 
un impuesto. El Tribunal de Tennessee, no obstante, desestimó este recurso ya que «el 
propósito general y el sentido de la ley del BID Central de 1990 (“Central Business 
Improvement District Act of 1990” ) era mejorar el comercio local», y no beneficiar espe-
cialmente a ciertos terrenos. En consecuencia, «no se había establecido arbitrariamente 
esta contribución especial uniforme para todas las propiedades del distrito». El tribunal 
también formuló un segundo motivo para no aplicar las restricciones en materia fiscal 
a esta contribución especial del BID: «De la documentación presentada resulta claro 
que los fondos procedentes de la recaudación de las contribuciones especiales han be-
neficiado únicamente a aquellas propiedades que se encontraban en el BID Memphis 
Central  II [...]. Las contribuciones especiales no se destinaban a las arcas públicas y 
tampoco se utilizaban para sufragar gastos públicos. Todos los objetivos y proyectos (del 
BID) beneficiaban especialmente a las propiedades que se encuentran en BID Memphis 
Central II»  38. Quizás el análisis más exhaustivo sobre la naturaleza de las contribuciones 
especiales de los BIDs se llevó a cabo en la resolución dictada por el Tribunal Supremo 
de Nueva Jersey en 1999. Esta resolución también ha subrayado el papel del BID como 
un mecanismo de revitalización urbana. En el asunto 2nd Roc-Jersey Associates v. Town 
of Morristown  39, el Tribunal Supremo rechazó la argumentación basada en que, como se 
excluían las propiedades residenciales del BID de Morristown, la contribución especial 
del BID infringía el principio de la generalidad en la fiscalidad consagrado en la Consti-
tución del Estado de Nueva Jersey. Como explicó el Tribunal, «es un hecho ampliamente 
conocido que el principio de generalidad en la fiscalidad de la Constitución (de Nueva 
Jersey) no se aplica a las contribuciones especiales»  40, porque la contribución especial 
sirve para sufragar las mejoras que repercuten positivamente sobre las propiedades de los 
sujetos pasivos de este tributo. «Las diferencias tradicionales entre una contribución es-
pecial y un impuesto son: en primer lugar, que la contribución especial sirve para realizar 
mejoras locales, mientras que los impuestos financian actuaciones generales; en segundo 
lugar, que la contribución especial es un tributo que se devenga una única vez, mientras 
que los impuestos se pagan anualmente; y, finalmente, que las contribuciones especiales 
benefician particularmente, mientras que en los impuestos no podemos ver este bene-
ficio». Por tanto, tradicionalmente el hecho imponible de las contribuciones especiales 
ha sido la realización de mejoras públicas, como puede ser la construcción de aceras, 
calles o un sistema de alcantarillado. Estas mejoras proporcionan un beneficio tangible 
para las propiedades gravadas por esta contribución. Siendo este el caso, la contribución 
especial de los BIDs  41 «no se corresponde con el prototipo de contribución especial [...]. 
Las mejoras implícitas que se financian por medio de las contribuciones especiales de los 

38  Zimmerman v. City of Memphis, 804.
39  2nd Roc-Jersey Associates v. Town of Morristown, 731 A.2d 1 (N.J. Sup. Ct. 1999).
40  Ibid., 6-7.
41  En Nueva Jersey, los BIDs son conocidos como «special improvement districts» («SIDs»). Sin embargo, 

me referiré al SID Morristown como un BID.
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BIDs no son necesariamente físicas, concretas ni permanentes. Tampoco están adheridas 
a las propiedades comerciales que gravan. Existen otros beneficios para las propiedades 
comerciales que proceden de mejoras que son generalmente intangibles. Los beneficios 
resultan de la realización continua de actividades públicas y de la prestación de servi-
cios, como pueden ser campañas publicitarias, limpieza de calles, promoción turística, 
guías turísticos, mejoras comerciales, así como mejoras físicas como el embellecimiento 
del entorno urbano, alumbrado suplementario y otras medidas estéticas [...]. Además, 
mientras que las contribuciones especiales tradicionales devengan en una única ocasión, 
las contribuciones especiales de los BIDs devengan anualmente para financiar servicios 
continuos y mejoras periódicas, y se recaudan para financiar las actividades que el BID 
ha puesto en marcha»  42. No obstante, el tribunal estimó que las contribuciones espe-
ciales de los BIDs deberían ser calificadas como contribuciones especiales y no como 
impuestos «la esencia de la contribución especial, que hace que este tributo sea una 
verdadera contribución especial y no un impuesto, es que, necesariamente o principal-
mente, el beneficio consiste en una mejora física que tiene carácter permanente y [...] 
que se adhiere a, o se identifica con, una propiedad individual que obtiene un beneficio 
especial [...]. En realidad, la contribución especial sirve para proporcionar un conjunto 
de servicios o mejoras que se destinan o se conciben como un beneficio especial para de-
terminadas propiedades, y que evidentemente aumentan el valor y/o el uso o función de 
las propiedades que están gravadas por la contribución especial». El tribunal, aplicando 
esta definición tan extensa, concluye que las contribuciones especiales de los BIDs son 
contribuciones especiales.

El Tribunal de Morristown tuvo que resolver un segundo litigio muy relacionado 
con el anterior. Incluso si asumimos que los servicios financiados por medio de con-
tribuciones especiales de los BIDs proporcionan un beneficio especial (lo que hace que 
estemos ante una contribución especial), la cuantía que tiene que pagar cada propietario 
debe ser proporcional al beneficio que recibe. En este segundo caso los demandantes 
defendían que el BID de Morristown establecía erróneamente la misma cuantía para 
todas las propiedades del BID basándose únicamente en el valor de la propiedad, y que 
no tenía en cuenta los beneficios específicos que recibía cada propiedad (por ejemplo, 
un comercio o una oficina). Además, los demandantes aducían que tanto los vecinos 
del distrito, que no estaban gravados por esta contribución especial, como el municipio 
en general, se beneficiaban de las actividades del BID. Sin embargo, el Tribunal estimó 
que las propiedades comerciales del distrito recibían la mayor parte de los beneficios, 
por lo que resultaba lógico que fuesen las únicas gravadas por el ayuntamiento. Además 
el Tribunal subrayó que, a menos que se probara que los propietarios estaban gravados 
en una cuantía superior al beneficio que recibían, resultaba razonable gravar a todos las 
propiedades en la misma cuantía. «El criterio de prorrateo clásico (consistente en vincu-
lar la contribución especial al beneficio que se obtiene) no se aplica en este caso debido 
a la dificultad de determinar si el incremento de valor de las propiedades se debe o no 

42  2nd Roc-Jersey Associates v. Town of Morristown, 8.
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al BID. El criterio de prorrateo de las contribuciones especiales debe tener en cuenta 
necesariamente el beneficio que se proporciona. En aquellos casos en los que, como en 
este caso, el beneficio es general e intangible y su cuantía es imprecisa, valorar el benefi-
cio en función del valor de la propiedad es un criterio lógico y apropiado»  43. De hecho, 
el tribunal escogió el punto más débil de las contribuciones especiales de los BIDs, 
esto es, que servían para financiar servicios cuyos beneficios eran generales, intangibles 
y difíciles de medir, y utilizó este argumento para justificar este criterio de cuantifica-
ción de la contribución especial que ni siquiera tiene en cuenta el propio beneficio. Al 
mencionar la existencia de «ciertas consideraciones legislativas y políticas» para justificar 
su decisión, el tribunal reconoció implícitamente que había ampliado la definición de 
contribución especial: «El espacio urbano en el que suelen surgir los BID es esencial 
para comprender el beneficio que proporciona el BID de Morristown. El crecimiento 
urbano, esto es, el incremento de espacios de oficinas y centros comerciales conectados 
por carreteras y vías, ha disminuido la vitalidad de los centros urbanos tradicionales 
[...]. Los BIDs proporcionan una solución cuasi-pública a este problema. El BID de 
Morristown se concibió como una respuesta frente al declive económico en Morristown 
y las actividades que desarrollaba eran necesarias para que, tanto Morristown como sus 
comercios siguiesen siendo competitivos en un entorno cada más dominado por los 
centros comerciales y los complejos de oficinas. Los beneficios generales para el centro 
urbano de Morristown constituyen la prueba de que los BIDs ofrecen un beneficio para 
las propiedades comerciales»  44.

2.  El concepto «beneficio especial» en California

En los tribunales americanos existe un amplio consenso en torno a los beneficios 
especiales que los BIDs proporcionan a los negocios o a las propiedades comerciales de 
un BID. Por ello, el tributo que debe gravar estas propiedades con el fin de financiar el 
funcionamiento del BID es una contribución especial y no un impuesto. Además, las 
diferencias entre las actividades financiadas por el BID y las mejoras de infraestructuras 
financiadas por las contribuciones especiales tradicionales, han llevado a los tribunales a 
concluir que las contribuciones especiales no están sometidas a las restricciones existen-
tes en materia tributaria. Para ello es necesario que, aunque haya un beneficio especial 
para el distrito en sí, y no un beneficio físico y tangible para determinadas propiedades, 
las contribuciones especiales se destinen en su totalidad a la mejora del distrito, y no 
a nutrir las arcas municipales. Además, las contribuciones especiales deben servir para 
financiar servicios y programas que beneficien aparentemente al distrito.

Sin embargo, el Estado de California ha dificultado la aprobación de contribuciones 
especiales. California es uno de los Estados en los que la iniciativa ciudadana ha servido 

43  2nd Roc-Jersey Associates v. Town of Morristown, 12.
44  Ibid., 13.
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para establecer ciertas restricciones en los impuestos. Una de estas iniciativas ciudadanas, 
la propuesta 13 («proposition 13»), aprobada en 1978, estableció ciertas restricciones 
sustantivas y procedimentales en los impuestos sobre la propiedad y otros impuestos. 
Los ayuntamientos se servían de las contribuciones especiales para no aplicar las restric-
ciones de la propuesta 13, y no sólo en el contexto de los BIDs.

En 1996, ciertos grupos contrarios al establecimiento de impuestos consiguieron 
que se aprobase una nueva propuesta denominada «Proposition 218», que dificultaba 
la aprobación de contribuciones especiales. Con arreglo a la Propuesta 218, todo ente 
local que quisiese establecer una contribución especial debía notificar por email a cada 
propietario la cuantía de la contribución especial que debía pagar. Además, se tenía que 
realizar una votación online para que cada propietario se mostrase a favor o en contra 
del establecimiento de la contribución especial. Si la mayoría de los votos, cuyo valor 
era igual a la cuantía de la contribución especial que debía pagar cada propietario, no 
estaban a favor del establecimiento de la contribución especial, el proyecto no conti-
nuaba. La Propuesta 218 también disponía que todo ente que quisiese establecer una 
contribución especial, debía calcular «el beneficio proporcional que obtiene cada parcela 
de terreno»  45.

No se sabe cómo ha influido la aprobación de la Propuesta 218 en la creación de 
BIDs en California. No obstante, una encuesta reciente ha revelado que hay aproxima-
damente 80 BIDs en California, entre los que están los BIDs del centro de la ciudad 
de San Diego, Long Beach, Los Ángeles, Hollywood, Santa Mónica, Stockton, Sacra-
mento, San José y Oakland  46. De hecho, se cree que la votación online «incrementa la 
participación de los ciudadanos y el deseo de tener nuevos servicios»  47. Sin embargo, este 
proceso es bastante costoso y requiere un análisis relativamente detallado de los bene-
ficios del establecimiento de un BID. En este análisis se deben concretar los beneficios 
generales y los específicos que proporciona el BID a los propietarios, y debe utilizarse 
un método de cálculo de la cuantía de la contribución especial que tenga en cuenta el 
beneficio que proporciona.

En un asunto reciente, el Tribunal de Apelación de California validó la creación de 
un BID en el centro de la ciudad de Pomona. Este tribunal estimó que el ayuntamiento 
había cumplido con los requisitos procesales establecidos en la Propuesta 218, entre los 
que estaba la notificación y que la cuantía de la contribución especial propuesta fuera 
proporcional al beneficio especial que proporcionaba para cada parcela afectada. Asimis-
mo, el tribunal validó la decisión del Ayuntamiento de Pomona de establecer contribu-
ciones especiales menores para las organizaciones sin ánimo de lucro. Esto último era 

45  Constitución de California, art. XIII D, § 4.
46  En California, la mayor parte de los BIDs son conocidos formalmente como Property-Based Business 

Improvement Districts («PBIDs»). No obstante, me referiré a ellos como BIDs. Más información consultar el 
artículo «What is a California Property-Based Business Improvement District?», de la página web Progressive 
Urban Management Associates, http://www.pumaworldhq.com/downloads/PUMA_CA-PBID_FactSheet8-10.pdf.

47  Ibid.
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posible siempre y cuando esta decisión no supusiese un incremento superior al beneficio 
proporcional para el resto de los contribuyentes, y siempre y cuando el ayuntamiento 
distinguiese los beneficios especiales de los beneficios generales (que no se financiaran a 
través de contribuciones especiales del BID). El Tribunal también estimó que la seguri-
dad, el mantenimiento del entorno urbano, el marketing, promoción y los programas de 
eventos especiales «eran servicios suplementarios respecto de aquellos que proporciona-
ba el ayuntamiento en los límites geográficos del distrito y que sus beneficios particulares 
y distintivos sólo se proporcionaban a aquellas propiedades dentro del BID [...]. Estos 
servicios [...] son, por tanto, beneficios especiales»  48.

Ahora bien, la Propuesta 218 sí fue el motivo de rechazo de un BID para un ba-
rrio en la ciudad de San Diego. Un Tribunal de Apelación de California concluyó que 
el ayuntamiento no había evaluado adecuadamente el valor de sus propiedades en el 
distrito para calcular los votos a favor o en contra de la constitución de ese BID. La 
iniciativa de creación del distrito en 2007 había obtenido el apoyo del 53,95 por 100 de 
los votos calculados en función del valor de las propiedades. No obstante, los deman-
dantes sostenían que el ayuntamiento, que se había mostrado favorable a la constitución 
del BID, había sobrevalorado sus propiedades en el distrito cuando emitió su voto. 
«La incapacidad del ayuntamiento de proporcionar los criterios de cuantificación de las 
contribuciones especiales propuestas» llevó al Tribunal a eliminar del recuento los votos 
del ayuntamiento. Por consiguiente, la iniciativa de creación del BID fracasó. Además, 
el Tribunal también concluyó que el ayuntamiento no había separado los beneficios 
generales de los beneficios especiales derivados del distrito. El tribunal también señaló 
que «la separación y cuantificación de los beneficios especiales y generales debe realizarse 
prorrateando el coste del servicio o la mejora entre los dos, y gravando a los propietarios 
en función de la cuantía que representan los beneficios especiales»  49.

Este Tribunal estimó que, aunque ciertas de las mejoras propuestas, entre las que se 
incluían el alumbrado público y trabajos de embellecimiento del entorno, «beneficiarían 
a todos los ciudadanos además de a las propiedades situadas en las cercanías», el ayun-
tamiento no había tenido en cuenta los beneficios generales. Esto suponía que se debía 
reducir el porcentaje del proyecto que debía ser financiado a través de contribuciones 
especiales.

IV.  CONCLUSIÓN

Debido a su naturaleza híbrida, los BIDs no encajan fácilmente en las categorías 
jurídicas que distinguen entre lo público y lo privado. Las cuestiones relativas a la natu-
raleza jurídica de los BIDs se han suscitado en relación con la elección de los miembros 

48  Dahms v. Downtown Pomona Property, 96 Cal. Rptr.3d 10, 174 Cal.Ap.4th 708 (Cal. App. 2009).
49  Golden Hill Neighborhood Ass’n, Inc. v City of San Diego, 130 Cal. Rptr.3d 865, 882, 199 Cal.App.4th 

416, 438 (Cal. App. 2011).
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de sus órganos de Gobierno, la aplicación de las normas relativas a los entes públicos y 
su financiación. En la mayor parte de los casos, los tribunales que han entrado a conocer 
estos casos han fallado a favor de los BIDs, aunque han prestado atención a los valores 
que están implícitos en las normas que determinan si un ente o una actuación están 
regidos por las normas aplicables a los entes públicos o los sujetos privados. Las dos 
resoluciones judiciales clave al respecto han concluido que los órganos de Gobierno de 
los BIDs no se sujetan a la regla de «una persona, un voto», y que las exacciones de los 
BIDs son contribuciones especiales a las que no se aplican ciertas limitaciones existentes 
en materia tributaria. Sin estos dos pronunciamientos, probablemente los BIDs no exis-
tirían tal y como los conocemos. Por ejemplo, sin la decisión «una persona, un voto», los 
residentes de un vecindario o el ayuntamiento elegirían directamente a los miembros de 
los órganos de Gobierno de los BIDs.

Parece, pues, improbable que, si no se hubiesen dictado estas resoluciones judiciales, 
los propietarios o comerciantes estuvieran dispuestos a pagar las contribuciones especia-
les de los BIDs (además del resto de los impuestos). Si la contribución especial del BID 
no fuese una contribución especial, las propiedades residenciales y aquellas situadas fuera 
del área del BID posiblemente no estarían exentas del pago de la contribución especial. 
Y, seguramente, sería necesario contar con la aprobación de los ciudadanos en aquellos 
Estados en los que existe este requisito cuando se crean o se aumentan los impuestos. 
En cualquier caso, el resultado es que sería más complicado establecer contribuciones 
especiales sin estas resoluciones judiciales.

Para «sobrevivir legalmente», los BIDs han sido capaces de aprovechar las ambigüe-
dades existentes en el Derecho público norteamericano. No todos los entes públicos 
se sujetan a la regla «una persona, un voto» y no todos los tributos establecidos por el 
Gobierno se califican como impuestos. Pero en ambos casos, los tribunales han utilizado 
las doctrinas existentes para dar cabida a los BIDs.

Sin lugar a dudas, ciertas decisiones han impuesto ciertos límites legales a los BIDs. 
Estos casos han concluido que las asociaciones privadas o empresas sin ánimo de lucro, 
que se encargan normalmente de la gestión del BID, son entes públicos a los efectos 
de aplicación de las leyes de transparencia. Y los casos de contribuciones especiales han 
puesto de manifiesto que, para evitar clasificar sus tributos como impuestos, los BIDs 
tienen que demostrar que, todos aquellos que pagan por las actividades que proporciona 
el BID reciben un beneficio especial y diferenciado. Los tribunales posiblemente hayan 
realizado una amplia interpretación de las doctrinas legales existentes para acomodarse a 
los BIDs, pero estas doctrinas todavía imponen ciertas restricciones en consonancia con 
la naturaleza híbrida de los BID, que son organismos públicos creados para proporcio-
nar beneficios tanto privados como públicos.
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